	


MAGISTRADA PONENTE: YOLANDA JAIMES GUERRERO

Exp. Nº 2003-1461

 

El Juzgado Primero de Primera Instancia del Tránsito, del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, adjunto a Oficio Nº 803-2003, de fecha 13 de octubre de 2003,  remitió a esta Sala, copia certificada de las actuaciones relacionadas con el expediente contentivo de la demanda por indemnización de daño moral, lucro cesante y otros conceptos laborales, interpuesta por la ciudadana YAJAIRA HERNÁNDEZ MENDOZA viuda de RIVAS, titular de la cédula de identidad Nº 11.218.115, actuando en su propio nombre, así como en representación de su menor hijo, ANGEL ANTONIO RIVAS HERNÁNDEZ y asistida por los abogados Francisco Pulido Zambrano y Efrén Darío Ortíz Zerpa, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nros. 4.470 y 35.258, respectivamente, contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA, ELECTRICIDAD DE LOS ANDES (CADELA), inscrita en el Registro Mercantil Primero de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, bajo el Nº 13, Tomo A-16, en fecha 30 de marzo de 1993 y cuya última reforma es de fecha 20 de julio de 1994, anotada bajo el Nº 38, Tomo 15-A, en la Oficina de Registro Mercantil antes mencionada. Remisión que hizo con la finalidad de que esta Sala conociera de la regulación de competencia planteada.

El 25 de noviembre de 2003 se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha se designó ponente a la Magistrada Yolanda Jaimes Guerrero, a los fines de decidir acerca de la regulación de la competencia planteada.

I

ANTECEDENTES

 

La ciudadana YAJAIRA HERNÁNDEZ MENDOZA, viuda de RIVAS, actuando en su propio nombre y en representación de su menor hijo ANGEL ANTONIO RIVAS HERNÁNDEZ, sobre quien ejercía la patria potestad, asistida por los abogados Francisco Pulido Zambrano y Efrén Darío Ortíz Zerpa, antes identificados, mediante escrito presentado en fecha 31 de mayo de 2001, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, demandó por concepto de daño moral, lucro cesante y otros conceptos laborales, con ocasión de la muerte del ciudadano José Alexis Rivas Briceño, trabajador de la empresa demandada, a la COMPAÑÍA ANÓNIMA ELECTRICIDAD DE LOS ANDES (CADELA), sociedad mercantil anteriormente identificada, en su condición de patrona y responsable de la muerte del trabajador José Alexis Rivas Briceño, padre del mencionado menor, ocurrida el 17 de junio de 1999, al momento en que  realizaba trabajos para dicha empresa en el Circuito II de la Sub-estación Caño Zancudo, derivación Hacienda El Roble, Municipio Obispo Ramos de Lora del Estado Mérida; por tal motivo, solicitó se les indemnice tanto a ella como a su menor hijo, con el pago de doscientos cincuenta y ocho millones setenta y tres mil novecientos catorce bolívares con ochenta céntimos (Bs.258.073.914,80), suma ésta en que estima el daño moral, lucro cesante y otros conceptos laborales. Además, solicitó la indexación de dicho monto, la notificación de la Procuraduría General de la República, de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y la Fiscalía del Ministerio Público, a tenor de lo pautado en los artículos 169, 170 letra “C” de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente. 

En tal sentido, solicitó como otros conceptos laborales, lo siguiente:

“PRIMERO: Para que me pague lo que me adeuda como cónyuge superviviente al igual que adeuda a mi hijo los beneficios establecidos en el Artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, es decir, el equivalente a cinco (5) años contados por días continuos como indemnización, diferente a la que me fue pagada (...). Por tanto, demando cinco (5) años de salarios tomados por días continuos y devengando al trabajador un salario de (...) diarios, lo que determina un salario base de (...)”

El referido Juzgado mediante auto de fecha 11 de junio de 2001 admitió la demanda, ordenó el emplazamiento de la empresa demandada para la contestación de la misma e igualmente, ordenó la notificación de la Fiscalía del Ministerio Público de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida. 

Por auto del mismo Juzgado de fecha 12 de julio de 2001, al observar que la admisión no se había notificado a la Procuraduría General de la República, ordenó la misma, lo cual se cumplió mediante Oficio Nº 481-2001 de fecha 12 de julio de 2001.

Practicadas todas las actuaciones correspondientes, en escrito de fecha 9 de junio de 2003, el abogado Rosauro J. Silva Figueroa, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 24.954, actuando con el carácter de co-apoderado de la C.A. DE ELECTRICIDAD DE LOS ANDES (CADELA), en la oportunidad de la contestación de la demanda, opuso en su lugar la cuestión previa contenida en el numeral 1º del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, que se refiere a la incompetencia del Tribunal que conoce la presente causa, por la cuantía y además, por ser la demandada una empresa del Estado, la competencia para conocer del asunto planteado, es la Sala Político-Administrativa de este Alto Tribunal, a la cual solicitó se remitiese el expediente.

En sentencia de fecha 17 de junio de 2003, el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito, del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, declaró con lugar la cuestión previa planteada de incompetencia del Tribunal, contemplada en el ordinal 1º del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, por considerar que “...en virtud, que la reclamación contenida en el libelo de la demanda, si bien nace de una relación laboral que existió entre el occiso trabajador y la mencionada empresa; la misma persigue una indemnización por conceptos que escapan de la esfera de una relación laboral tradicional y además la demanda intentada, ha sido estimada por la parte actora, en la cantidad de doscientos cincuenta y ocho millones setenta y tres mil novecientos catorce bolívares con ochenta céntimos (Bs.258.073.914,80), cantidad supera el límite mínimo de CINCO MILLONES DE BOLÍVARES (Bs.5.000.000,oo), todo conforme a lo indicado en el artículo 42 numeral 15 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia; como consecuencia de esta declaratoria, se ordena pasar el presente expediente a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, para que conozca la presente causa; declinatoria que se hace de acuerdo con el artículo 353 del Código de Procedimiento Civil...”.

En escrito de fecha 25 de junio de 2003, uno de los apoderados judiciales de la demandante, solicitó la regulación de la competencia y  que se remitiese el expediente a la Sala de Casación Social de este Alto Tribunal.

Adjunto a Oficio Nº 528-2003 de fecha 3 de julio de 2003, el Tribunal que conoce la causa remitió a esta Sala, copia certificada de las actuaciones correspondientes.

Para decidir, la Sala observa:

II

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN

 

Una vez revisadas las actas que conforman el presente expediente, esta Sala observa, que la parte actora impugnó mediante el recurso de regulación de la competencia, la decisión dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito, del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, que declaró su falta de competencia para conocer del presente juicio, por pago de daños y perjuicios, propuesta por la ciudadana YAJAIRA HERNÁNDEZ MENDOZA VIUDA DE RIVAS, actuando en su propio nombre y en representación de su menor hijo ANGEL ANTONIO RIVAS HERNÁNDEZ contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA, ELECTRICIDAD DE LOS ANDES; sin embargo, se constata que el juez a cargo de dicho juzgado en lugar de seguir lo previsto en el artículo 71 del Código de Procedimiento Civil, es decir, remitir copias certificadas del expediente al Tribunal Superior de su misma circunscripción judicial, para que conociera de dicha solicitud, remitió directamente a esta Sala el expediente por declinatoria de competencia. Ahora bien, atendiendo a los principios contenidos en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y en aras de la celeridad procesal, sin dilaciones indebidas y siendo esta Sala la cúspide de la jurisdicción contencioso administrativa, la asume y pasa a decidir de manera definitiva, sobre su propia competencia en el presente asunto. Así se declara.

Por otra parte, la Sala advierte al ciudadano Juez del Juzgado de Primera Instancia del Tránsito, del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, que en futuras ocasiones se sujete a lo dispuesto en las normas procedimentales que regulan nuestro procedimiento civil, y de esta manera evitar a los ciudadanos que acuden a los órganos de administración de justicia verse afectados en el ejercicio de sus derechos.

III

REGULACIÓN DE LA COMPETENCIA

 

Establecida como ha sido la competencia de esta Sala para resolver el conflicto de competencia planteado en el presente caso, procede de seguida a analizar los supuestos presentados, con el objeto de regular la misma.

Al respecto, considera la Sala necesario analizar el régimen legal que regulaba la relación de empleo entre el ciudadano JOSÉ ALEXIS RIVAS BRICEÑO, esposo de la accionante y la empresa demandada COMPAÑÍA ANÓNIMA ELECTRICIDAD DE LOS ANDES (CADELA).

Ahora bien, establece el artículo 146 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, lo siguiente:

“Artículo 146.- Los cargos de los órganos de la Administración Pública son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los contratados y contratadas, los obreros y obreras al servicio de la Administración Pública y los demás que determine la Ley”.

Esta Sala observa, que del escrito recursivo y de los demás documentos acompañados se desprende, que la accionante reclama que se le pague a ella y a su menor hijo, derechos laborales principales derivados de la relación laboral que mantuvo su causante con la Compañía Anónima Electricidad de los Andes (CADELA),  como son las prestaciones sociales dejadas de liquidar al momento del fallecimiento del trabajador, además de daños morales y lucro cesante reclamados.

A tal efecto, se observa que, el ciudadano JOSÉ ALEXIS RIVAS BRICEÑO trabajó como “Liniero Electricista II”, es decir, personal obrero de dicha empresa de electricidad, siendo ésta una labor en la cual predomina el esfuerzo físico sobre el intelectual.

Se observa que el artículo 43 de la Ley Orgánica del Trabajo dispone lo siguiente:

“Se entiende por obrero el trabajador en cuya labor predomina el esfuerzo manual o material.

Serán considerados obreros los trabajadores que preparan o vigilan el trabajo de los demás obreros, tales como vigilantes, capataces y otros semejantes. Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre, asociare a su trabajo a un auxiliar o ayudante, el patrono de aquél lo será también de éste”.

En consecuencia, a pesar de que el causante de la accionante laboró para un órgano de la Administración Pública, como lo es la Compañía Anónima Electricidad de los Andes (CADELA), la condición de obrero lo excluye de la aplicación de la Ley del Estatuto de la Función Pública, como lo dispone el artículo 1º, Parágrafo Único, numeral 6 de dicha Ley, que textualmente establece:

“Artículo 1.- La presente Ley regirá las relaciones de empleo público entre los funcionarios y funcionarias públicos y las administraciones públicas nacionales, estadales y municipales, lo que comprende:

(...omissis...)

Parágrafo Único: Quedarán excluidos de la aplicación de esta Ley:

(...omissis...)

6. Los obreros y obreras al servicio de la Administración Pública. (...)”.

Lo antes expuesto, en concordancia con el último aparte del artículo 8 de la Ley Orgánica del Trabajo, que dispone: “Los obreros al servicio de los entes públicos estarán amparados por las disposiciones de esta Ley”, determina que la normativa aplicable al caso concreto, es la prevista en la Ley Orgánica del Trabajo, quedando así establecida la jurisdicción laboral como la apropiada para la resolución de la presente causa, lo que produce como resultado lógico, determinar acerca de la exigencia del juez competente en el proceso, lo que significa que en aras de preservar el principio de que sólo el juez natural debe conocer del mismo, pues es éste quien asegura que la obtención de los medios probatorios se lleve de tal manera que garantice, efectivamente, los derechos de la parte recurrente, resultando así forzoso para esta Sala declarar que corresponde conocer de la presente causa al Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida. Así se declara.

IV
DECISIÓN

 

Por las razones antes expuestas, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA que la competencia para conocer y decidir la presente causa corresponde al Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los dos (02) días del mes de marzo de dos mil cuatro.- Años: 193º de la Independencia y 145º de la Federación.

          El Presidente,

LEVIS IGNACIO ZERPA

El Vicepresidente,

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

          La Magistrada-Ponente,

YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA

EXP. Nº 2003-1461 

YJG/hra.-

En tres (03) de marzo del año dos mil cuatro, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00185.
